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Artículo 10. Plazo y forma de justificación.

Los beneficiarios de las subvenciones deberán presentar la justifica-
ción de las actividades y de los gastos realizados en el plazo de tres meses 
contados a partir de la finalización de las actuaciones subvencionadas, en 
español o traducida al mismo, salvo que la convocatoria, en atención a las 
características de la actividad subvencionada, establezca un plazo 
menor.

Salvo que en la convocatoria se establezcan otros requisitos en aten-
ción a la actividad subvencionada, esta justificación se realizará mediante 
la presentación de la siguiente documentación:

Memoria explicativa de la actividad.
Resultados obtenidos de acuerdo a lo programado.
Aportación de facturas justificativas de los gastos realizados, de 

acuerdo a los rubros establecidos en la propuesta, en los términos que 
determinen las correspondientes convocatorias.

Certificación en la que se expresen las subvenciones o ayudas percibi-
das para la misma finalidad, en su caso.

Artículo 11. Obligaciones del beneficiario.

Los beneficiarios de las subvenciones vendrán obligados a:

a) Aceptar por escrito la subvención concedida dentro del plazo 
máximo de treinta días hábiles a partir de la recepción de la notificación 
de concesión. Si no fuera aceptada en dicho plazo, se entenderá que se 
renuncia a la misma, salvo que exista una causa de fuerza mayor, 
pudiendo concederse, en su caso, al suplente que figure en el primer lugar 
de la resolución de concesión.

b) Realizar la actividad que fundamenta la concesión de la subven-
ción, sin que pueda realizarse cambio o modificación alguna del objeto o 
la finalidad para la que se concedió.

c) Justificar ante el órgano concedente el cumplimiento de los requi-
sitos y condiciones, así como la realización de la actividad y el cumpli-
miento de la finalidad que determine la concesión de la subvención.

d) Someterse a las actuaciones de comprobación, seguimiento y 
evaluación que efectúe el órgano concedente, así como al control finan-
ciero que corresponde a la Intervención General de la Administración del 
Estado y al Tribunal de Cuentas.

e) Comunicar al órgano concedente de forma inmediata la obtención 
de otras subvenciones o ayudas que financien la misma actividad subven-
cionada, y siempre con anterioridad a la justificación de la aplicación de 
los fondos concedidos.

f) Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los 
fondos recibidos, incluidos los documentos electrónicos, en tanto puedan 
ser objeto de las actuaciones de comprobación y control.

g) Incorporar de forma visible en el material de promoción y publici-
dad de las actividades subvencionadas la colaboración del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación-Secretaría de Estado de Coopera-
ción Internacional, mediante el logotipo previsto en la normativa sobre la 
imagen institucional de la Administración General del Estado.

h) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos 
contemplados en el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones.

Artículo 12. Graduación de los incumplimientos de las condiciones 
impuestas.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.3.n. de la Ley Gene-
ral de Subvenciones, se establecen los siguientes criterios para la gradua-
ción de los incumplimientos de las condiciones impuestas con motivo del 
otorgamiento de la subvención.

1. Incumplimiento total de los fines para los que se otorgó la subven-
ción: 100 %.

2. Incumplimiento parcial de los fines para los que se otorgó la sub-
vención: 40 %.

3. Incumplimiento del plazo de ejecución de la actividad sin haberse 
autorizado la correspondiente prórroga: 20 %.

4. Demora en la presentación de la justificación o justificación insu-
ficiente o deficiente: 10 %.

Dichos criterios responden al principio de proporcionalidad y resulta-
rán de aplicación para determinar la cantidad que finalmente haya de 
percibir el beneficiario o, en su caso, el importe a reintegrar.

Artículo 13. Responsabilidad y régimen sancionador.

Los beneficiarios de las subvenciones quedarán sometidos a las res-
ponsabilidades y el régimen sancionador que sobre infracciones adminis-
trativas en materia de subvenciones establece el Título IV de la Ley Gene-
ral de Subvenciones. Asimismo, quedarán sometidos a lo dispuesto en el 
Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, en su redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, de 
acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 67 de la Ley General 
de Subvenciones.

Artículo 14. Desarrollo normativo.

Se faculta al titular de la Secretaría de Estado de Cooperación Interna-
cional para dictar cuantas instrucciones sean necesarias para la ejecución 
de la presente Orden.

Artículo 15. Normas supletorias.

Para todo lo no previsto en la presente Orden de bases reguladoras se 
aplicará con carácter supletorio lo dispuesto en la Ley General de Subven-
ciones, en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y cualquier otra disposición 
normativa que por su naturaleza pudiera resultar de aplicación.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo 
que contradigan o se opongan a lo dispuesto en esta Orden.

2. Queda derogada expresamente la Orden de 2 de abril de 2001 
(B.O.E. de 25 de abril de 2001) reguladora de las bases para la concesión 
de subvenciones a fundaciones y asociaciones dependientes de partidos 
políticos con representación parlamentaria de ámbito estatal, para la 
promoción de actividades en Iberoamérica.

Disposición final.

La presente Orden entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 4 de mayo de 2005.

MORATINOS CUYAUBÉ 

MINISTERIO DE JUSTICIA
 11607 RESOLUCIÓN de 17 de marzo de 2005, de la Dirección 

General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
gubernativo interpuesto por la Dependencia Regional de 
Recaudación de la Agencia Tributaria de Las Palmas, con-
tra la negativa de la Registradora de la Propiedad de Telde 
número 2 a practicar una anotación preventiva de 
embargo.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Jefe de la Dependencia 
Regional de Recaudación de la Agencia Tributaria de Las Palmas, contra 
la negativa de la Registradora de la Propiedad de Telde, n.º 2, D.ª María 
Cristina Casado Portilla, a practicar una anotación preventiva de 
embargo.

Hechos

I

En la Dependencia Regional de Recaudación de la Delegación de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria de Las Palmas de Gran 
Canaria se sigue procedimiento administrativo de apremio frente a la 
sociedad «C, S. L.» y subsidiariamente contra su administrador, don 
Mario P.L., por deudas tributarias a la Hacienda Pública (actas del 
Impuesto General de Trafico de Empresas de los ejercicios 1988 a 1990 y 
actas de dicho impuesto (expediente sancionador) de los ejercicios 1988 
y 1989).

El 2 de junio de 2003 se dicta acuerdo de derivación de responsabili-
dad subsidiaria por las deudas referidas al administrador de la sociedad, 
don Mario P. L. al cual se notificó requiriéndole el pago de las deudas.

Por el Sr. Jefe Adjunto de la Dependencia Regional de Recaudación 
citada, con fecha de 23 de junio de 2003 se dicta acuerdo de adopción de 
medidas cautelares al amparo de lo dispuesto en el artículo 128.1 de la 
Ley General Tributaria frente a D.ª María del Pino M. S., dado que los 
bienes inmuebles que en la actualidad figuran a nombre de la esposa de 
D. Mario (por adjudicación en Capitulaciones Matrimoniales de 26 de 
septiembre de 1991, en las que se sustituye el régimen de gananciales 
por el de separación de bienes) están afectos al pago de las deudas que 
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se reclaman, según lo dispuesto en el artículo 1.317 y 1.365.2 del Código 
Civil y 6 del Código de Comercio.

El 25 de junio de 2003, se expide mandamiento de anotación de 
embargo preventivo de los bienes inmuebles que se detallan en el 
mismo.

II

Presentado Mandamiento de Anotación Preventiva de Embargo en el 
Registro de la Propiedad de Telde, n.º 2, fue calificado con la siguiente 
nota: «Calificado el precedente mandamiento, presentado en este Regis-
tro bajo el número 1863 del Diario 79, el cual fue calificado como defec-
tuoso el 4 de Julio de 2.003, subsanándose defectos el 16 de Julio de 2.003, 
tras examinar los antecedentes del Registro, se suspende el mismo por 
adolecer del siguiente defecto: Constando como titular Registral Dña M.ª 
del Pino M. S. es preciso que el procedimiento sea dirigido sobre dicha 
señora (art. 20, 32, 34, 36 LH). No se ha tomado anotación preventiva de 
suspensión por no haber sido solicitada. Esta nota, puede ser recurrida en 
el plazo de UN MES, desde su notificación, ante este Registro para la 
D.G.R.N, de acuerdo con lo previsto en los artículos 322 y siguiente de la 
Ley Hipotecaria y concordantes con su Reglamento.–Telde a quince de 
septiembre del año dos mil tres.–La Registradora, Fdo.: Cristina Casado 
Portilla».

III

El Jefe Adjunto de la Dependencia Regional de Recaudación interpuso 
recurso gubernativo contra la citada calificación, y alegó: 1.º Que es 
cierto que la Administración no se está dirigiendo contra el deudor sino 
contra su cónyuge como titular del bien que se embarga por entender que 
el mismo está sujeto al pago de las deudas contraídas por aquél. El proce-
dimiento de apremio se refiere inicialmente al cónyuge deudor, y en el 
seno del procedimiento se pone de manifiesto que los cónyuges han deci-
dido otorgar capitulaciones para disolver y liquidar la comunidad ganan-
cial y establecer el régimen de separación de bienes.; sin embargo aprecia 
la Administración que los bienes adjudicados a la esposa deben responder 
de las deudas pendientes, por aplicación del artículo 1.317 del Código 
Civil. Que por lo que atañe al artículo 20 de la Ley Hipotecaria, se entiende 
cumplido totalmente, pues se notificó a la esposa el acuerdo administra-
tivo, lo que equivaldría a los efectos registrales a una demanda judicial. 
Que una vez efectuada la declaración de responsabilidad y ante la falta de 
pago de la deuda, se procede al embargo de las fincas n.º 17.271 y 15.889 
del Registro de la Propiedad de Telde, n.º 2, y dicho embargo se decreta 
frente a la esposa y a ella se le notifica como propietaria de los bienes. Por 
tanto, se trata de dos actos administrativos que tuvieron como destinata-
rio a quien figura como titular registral. 2.º Que podría plantearse que no 
está determinada la ganancialidad de la deuda por sentencia judicial. Que 
hay que tener en cuenta lo que dice la Resolución de 18 de julio de 2002. 
Que pueden encontrarse algunas sentencias del Tribunal Supremo que de 
forma indirecta admiten la posibilidad de que la Administración aplique 
imperativamente normas del Derecho Privado, por ejemplo, la de 10 de 
marzo de 1.998. Con independencia de la utilidad de la doctrina de los 
poderes implícitos, se debe defender la existencia de atribución expresa 
de la potestad administrativa. Que poniendo en relación el artículo el 
artículo 133 de la Ley General Tributaria con el artículo 1.317 del Código 
Civil para concluir que esa investigación y situación de los bienes y dere-
chos de los obligados al pago incluye, no ya de forma implícita sino explí-
cita, la posibilidad de constatar que los bienes que el deudor tributario 
poseía como gananciales cuando se devengó el tributo son ahora privati-
vos de su cónyuge, en virtud de la responsabilidad «ex lege» que les 
afecta, son embargables. Que se entiende que la actuación administrativa 
queda cubierta por el precepto de la Ley General Tributaria. Que también 
hay que traer a colación el artículo 4 de la Ley 29/98, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Que es importante destacar la 
sentencia de Tribunal Constitucional de febrero de 2000.

IV

El Registrador de la Propiedad informó y elevó el expediente a esta 
Dirección General, mediante escritos de 21 de Octubre de 2003.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española, 1317, 1362, 1365, 
1375 y 1401 del Código Civil y 1.3, 18, 20 Y 38 de la Ley Hipotecaria, así 
como las Resoluciones de esta Dirección General de 15 y 24 de abril, 3 de 
junio y 18 de julio de 2002 y 4 de abril de 2003.

1. Son hechos relevantes para la resolución del presente recurso los 
siguientes:

Se presenta en el Registro mandamiento de embargo contra una per-
sona por deudas tributarias. Respecto de dos edificios que se adjudicaron 

a la esposa del deudor se declara por la Agencia Tributaria la responsabi-
lidad de tales bienes por ser las deudas de carácter ganancial.

La Registradora deniega la práctica de la anotación por hallarse la 
finca inscrita a nombre de la esposa del demandado, al haberse disuelto 
la sociedad de gananciales.

La Agencia Tributaria recurre la calificación.

2. Se alega por el recurrente que, declarado por la Agencia Tributa-
ria, en virtud del principio de autotutela, que la deuda es ganancial, la 
providencia tiene la misma fuerza que una sentencia judicial, y ello es 
cierto, pero, como ha dicho anteriormente este Centro Directivo (cfr. 
resoluciones citadas en el «vistos»), no toda sentencia tiene facultades 
para declarar la ganancialidad de una deuda. La sola afirmación por la 
Agencia de que la deuda que motiva el embargo cuestionado es deuda de 
la sociedad de gananciales no es suficiente para hacer posible la anota-
ción. Es necesario para ello que exista una previa declaración judicial de 
ganancialidad de la deuda, pues, no existiendo en nuestro Código Civil 
una presunción de ganancialidad de las deudas contraídas durante la 
vigencia de la sociedad de gananciales (cfr. artículos 1362 y 1365 del 
Código Civil), ninguna deuda contraída por un solo cónyuge puede ser 
reputada ganancial y tratada jurídicamente como tal mientras no recaiga 
la pertinente declaración judicial en juicio declarativo entablado contra 
ambos cónyuges, pues a ambos corresponde, conjuntamente, la gestión 
de la sociedad de gananciales (cfr. artículo 1375 del Código Civil). Enten-
der lo contrario supondría la indefensión del titular registral, al no poder 
alegar ni probar nada en contra de dicha ganancialidad, con menoscabo 
de su derecho a la tutela judicial efectiva, garantizado por el artículo 24 de 
la Constitución Española.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 17 de marzo de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-
Morales Limones.

Sr. Registrador de la Propiedad número 2 de Telde. 

 11608 RESOLUCIÓN de 22 de abril de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
gubernativo interpuesto por AYA S.A., frente a la negativa 
del Registrador de la Propiedad de Ciudad Real número 1, 
a inscribir una escritura de segregación y extinción de 
condominio de finca rústica.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Victoriano Delso 
Romero, como administrador de la mercantil AYA SA., frente a la negativa 
del Registrador de la Propiedad de Ciudad Real n.º 1 don José Luis Aragón 
Aparicio a inscribir una escritura de segregación y extinción de condomi-
nio de finca rústica.

Hechos

I

En escritura que autorizó el notario de Quintanar de la Orden don 
Miguel Yuste Rojas, el 3 de marzo de 2004, se efectuó sobre una finca 
rústica segregación y extinción del condominio entre los condueños doña 
María Jesús M.S. y AYA SA. Tanto la finca segregada como el resto que 
queda después de la segregación son de dimensiones superiores a la uni-
dad mínima de cultivo, según certificación de la Consejería de Castilla-La 
Mancha, que se testimonia en la escritura presentada; y de la que resulta 
que «es posible la segregación desde el punto de vista agrario sin precisar 
que esta Delegación autorice la misma». La finca segregada se describe en 
la escritura como «rústica, divisible, de regadío, en el término municipal 
de Ciudad Real. Tierra de cultivo... con una extensión superficial de 
treinta y tres áreas, ochenta y cuatro centiáreas, y linda al Norte con 
camino CP-3, Este, camino de acceso a varias parcelas de nueva creación, 
Sur, resto de la finca matriz, y Oeste, Ayuntamiento de Ciudad Real.

II

Presentada copia de dicha escritura en el citado registro, fue objeto de 
la siguiente calificación: «Calificado el precedente documento que se 


